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PROSECRETARIO: Señor Manuel Nande. 


SEÑORA PRESIDENTA (Macarena Gelman).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión agradece al doctor Ruben Correa Freitas por responder a nuestra invitación para conocer su 
opinión respecto del pedido por parte de la justicia del señor diputado Wilson Ezquerra. 


SEÑOR CORREA FREITAS (Ruben).- En primer lugar, agradezco a la Comisión por el honor de haberme 
invitado para informar sobre el pedido de desafuero del representante nacional Wilson Ezquerra formulado 
por el Juzgado de Paz Departamental de Tercer Turno de Maldonado 


He leído y estudiado, en primer lugar, la versión taquigráfica de la sesión anterior, cuando los señores 
representantes plantearon una serie de dudas y preguntas, y también el pedido formal del Poder Judicial a 
través de un oficio dirigido al presidente de la Cámara de Representante por parte de la Suprema Corte de 
Justicia. Debo decir que la Resolución N* 3868 de 26 de setiembre de 2017 por la cual el señor juez 
departamental de Maldonado de Tercer Turno solicitó el desafuero, a mi juicio, está muy bien fundamentada. 
La Comisión me ha invitado para que aclare algunos puntos referidos al desafuero y a si es pertinente un 
pedido de desafuero ante la comisión de una falta por parte de un legislador. 


Entonces, primero, voy a exponer qué son los fueros y el desafuero; analizaré en particular el artículo 114 de 
la Constitución de la República y los efectos del desafuero, y luego, qué son las faltas en el derecho positivo 
uruguayo, así como el procedimiento de sanción de las faltas; finalmente, formularé una serie de 
conclusiones. 


En primer lugar, cuando se trata de desafuero, estamos hablando de uno de los institutos que prevé la 
Constitución de la República en materia de inmunidades, privilegios o prerrogativas procesales de los 
legisladores. En la Cátedra de Derecho Constitucional, no solo la uruguaya sino también la comparada, 
habitualmente, hablamos de inmunidades o privilegios, como prefieren algunos. En la doctrina de derecho 
penal y en la doctrina de derecho procesal prefieren hablar de prerrogativas procesales 


Los tres institutos -la irresponsabilidad por votos y opiniones, la inmunidad y arresto y la inmunidad de 
procesamiento- tienen un origen histórico bastante antiguo. Concretamente, la irresponsabilidad por votos y 
opiniones tiene su origen en Inglaterra, en el Bill of Rights de 1689, mientras que la inmunidad de arresto y 
de procesamiento se origina en Francia, en 1789, cuando la Asamblea Constituyente francesa consagró estas 
inmunidades a favor de los parlamentarios, de quienes integraban la Asamblea Constituyente francesa, para 
impedir que el monarca, el Poder Ejecutivo, pudiera afectar la independencia del Parlamento. 


En este sentido, debo señalar que la doctrina nacional y la comparada, en general, coinciden -diría, 
prácticamente, por unanimidad- en el sentido de que estos fueros o inmunidades están concebidos para 
proteger o defender la independencia del Parlamento, del Poder Legislativo. En otros términos: estos 
privilegios, inmunidades o prerrogativas no están concebidos a favor de los legisladores, sino para proteger la 
independencia del Parlamento, de tal manera, que se sostiene que no son derechos púnicos subjetivos de los 
legisladores, sino, simplemente, un interés legítimo de los legisladores para que se respeten esas 
inmunidades. 


Por ejemplo, un autor francés -muy conocido por quienes hemos estudiado Derecho-, León Duguit, profesor 
de Derecho Constitucional y decano de la Facultad de Derecho de Burdeos en los años veinte del siglo 
pasado, decía en su Manual de Derecho Constitucional: “[...] este privilegio se halla ampliamente justificado 
por la necesidad de garantizar la independencia del Parlamento, de sustraer a sus miembros a la especie de 
chantaje, de coacción moral que el gobierno, que dispone de la acción y de la fuerza públicas, pudiera ejercer 
sobre ellos y a las maquinaciones de los particulares que, ejercitando el derecho de la citación directa, 
podrían entorpecer la acción parlamentaria, suscitando cuestiones a los diputados de quienes creyeran tener 
motivos para enjuiciarlos”. He aquí la cita textual. 


En este sentido, lo primero que debemos decir es que los fueros, privilegios o prerrogativas, en definitiva, son 
una excepción al derecho común. Cuando doy este tema de las inmunidades, lo primero que me preguntan los 
estudiantes de Derecho Constitucional es si no se está violando el principio de igualdad con los fueros de los 
legisladores. Precisamente, se trata de una excepción consagrada en la Constitución de la República para 
defender la independencia del Parlamento. 


Justino Jiménez de Aréchaga -el tercero de los Aréchaga-, en su Teoría del Gobierno, explica que los fueros - 
el los llama privilegios acá- son, en primer lugar, excepciones al derecho común y, en segundo lugar, están 
establecidos a favor del cuerpo legislativo. Con relación al primer aspecto -que son excepciones al derecho 
común-, Jiménez de Aréchaga dice: Esto se advierte claramente en la inmunidad; lo normal es que al 
principio de la libertad de emisión del pensamiento se siga, como una consecuencia necesaria, la 
responsabilidad penal por el abuso de esa libertad. En cambio, esta consecuencia no se cumple en el caso 
particular de los legisladores, pero también constituye una excepción al derecho común a la inviolabilidad. 
Agrega que el principio es que nadie puede ser privado de sus libertades sin justa causa, pero lo excepcional 
es que para que el procesamiento pueda decretarse o el arresto pueda mantenerse, se requiera la decisión 
previa de un cuerpo político. 


Con respecto al segundo punto que plantea Justino Jiménez de Aréchaga, dice que esos privilegios están 
establecidos a favor del cuerpo legislativo. 


Hay algunos autores que establecen distinciones en esta materia sosteniendo que, en realidad, la 
inviolabilidad no se establece a favor del Cuerpo, sino a favor del legislador mismo. Labant ha criticado 
firmemente esta tesis. Sostiene que la inviolabilidad nunca constituye un derecho personal, un derecho 
subjetivo que puede ser defendido personalmente por el legislador. Labant estudia el problema en relación 


conl derecho alemán y dice que el legislador no puede invocar los privilegios ante los jueces y exigir su 
reconocimiento. Por otra parte, tratándose de una situación de derecho objetivo, la norma constitucional 
puede suprimirla o modificarla sin que el legislador esté habilitado para reclamar de tales decisiones ni sea 
necesario su asentimiento. 


Uno de los aspectos importantes es que estos fueros no son renunciables por el legislador. En el ámbito 
parlamentario, en la década de los años treinta del siglo XX, se planteó un caso con el entonces senador Luis 
Alberto de Herrera. Fue denunciado por alguna publicación del diario El Debate y tuvo una querella criminal. 
Él planteó ante la Cámara de Senadores la renuncia a sus fueros y, en aquel momento, se le otorgó. Jiménez 
de Aréchaga critica duramente esta decisión de la Cámara de Senadores que autorizó al entonces senador 
Luis Alberto de Herrera a que pudiera renunciar a sus fueros. 


El artículo 114 de la Constitución uruguaya regula en forma expresa el desafuero. Establece lo siguiente: 
“Ningún Senador o Representante, desde el día de su elección hasta el de su cese, podrá ser acusado 
criminalmente, ni aun por delitos comunes que no sean de los detallados en el artículo 93, sino ante su 
respectiva Cámara, la cual, por dos tercios de votos del total de sus componentes, resolverá si hay lugar a la 
formación de causa, y, en caso afirmativo, lo declarará suspendido en sus funciones y quedará a disposición 
del Tribunal competente”. 


Quiere decir que es necesario aclarar dos conceptos. En primer lugar, de acuerdo con el artículo 114 de la 
Constitución, tiene que haber acusación criminal y, en segundo término, formación de causa. Concretamente, 
la Cámara tiene que resolver si hay lugar a la formación de causa. Nos preguntamos de qué causa. Tenemos 
que interpretar este vocablo a la luz de otras disposiciones de la Constitución de la República. 


Hay tres artículos de la Constitución que nos ayudan a interpretar lo que significa el término “causa”. Me 
refiero al artículo 27, al numeral 2%) del artículo 80 y al artículo 93. 


El artículo 27 dispone lo siguiente: “En cualquier estado de una causa criminal de que no haya de resultar 
pena de penitenciaría, los Jueces podrán poner al acusado en libertad, dando fianza según la ley”. 


El numeral 2%) del artículo 80, que tiene que ver con las causales de suspensión de la ciudadanía, determina: 
“Por la condición de legalmente procesado en causa criminal de que pueda resultar pena de penitenciaria”. 


El artículo 93 refiere a la iniciativa en el trámite del juicio político. Establece lo siguiente: “Compete a la 
Cámara de Representantes el derecho exclusivo de acusar ante la Cámara de Senadores a los miembros de 
ambas Cámaras, al Presidente y el Vicepresidente de la República, a los Ministros de Estado, a los miembros 
de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas y de 
la Corte Electoral, por violación de la Constitución u otros delitos graves, después de haber conocido sobre 
ellos a petición de parte o de algunos de sus miembros y declarado haber lugar a la formación de causa”. 


Es decir que cuando el artículo 114 de la Constitución refiere a la formación de causa, tenemos que 
interpretar en forma lógica o sistemática que se trata de una causa criminal, penal, no de una causa civil ni de 
lo contencioso administrativo, ni laboral, ni de familia; solo es una causa criminal. 


Sobre el desafuero, tengo que aclarar que la Cámara a la que pertenece el legislador tiene discrecionalidad 
para valorar políticamente el pedido de desafuero a efectos de examinar si no se trata de un caso de 
persecución política que atente contra la independencia del Poder Legislativo. Es más; a través de su 
comisión, la Cámara puede requerir y producir la prueba correspondiente con la declaración de testigos. 


En este sentido, debo señalar un caso que se planteó en la Cámara de Senadores en al año 1973: el pedido de 
desafuero del senador Enrique Erro. En aquel momento, la justicia militar solicitó su desafuero y la Comisión 
de Constitución y Legislación solicitó la opinión del catedrático de Derecho Constitucional doctor Aníbal 
Luis Barbagelata y del profesor adjunto de Derecho Constitucional doctor Horacio Cassinelli Muñoz. Estos 
dos profesores fueron contestes en el sentido de que la comisión de la Cámara respetiva tiene facultades para 
interrogar a los testigos y averiguar exactamente si no hay un problema de persecución política en contra de 
un legislador de quien se solicita el desafuero. 


Quisiera señalar un caso interesante que hubo en Argentina en 1950: el del diputado Ricardo Balbín. En ese 
caso, la Corte Suprema de la Nación de Argentina estableció algunos criterios que me parecen importantes 


para aclarar el alcance de la naturaleza jurídica del desafuero. En primer lugar, para la Corte Suprema de ese 
país, el desafuero de legisladores es una medida de índole política, no judicial, que se desenvuelve sobre la 
base de apreciaciones políticas, actuando la Cámara como juez político. En tal quehacer, se circunscribe a 
apreciar la seriedad de la imputación. 


En segundo término, el pronunciamiento de desafuero no es un prejuzgamiento sobre la inocencia o 
culpabilidad del legislador. Se trata solo de una habilitación de la instancia judicial para que sea el magistrado 
del Poder Judicial el que investigue y decida sobre la posible comisión de un hecho ilícito. 


Corresponde que analicemos los efectos del desafuero. De acuerdo con el artículo 114 de la Constitución, la 
Cámara, por dos tercios del total de sus componentes, declarará al legislador suspendido en sus funciones. 
Quiere decir que el efecto del desafuero decretado por la Cámara es el de suspender al legislador. Acá 
tenemos una diferencia con el juicio político. En el juicio político, de acuerdo con el artículo 102 de la 
Constitución, la Cámara de Senadores, cuando dicta sentencia, separa de su cargo. Es decir, que equivale a 
una destitución; es definitiva. En cambio, en el desafuero, nos encontramos con un caso de suspensión del 
legislador. 


Acá también se han planteado algunos problemas. 


Por ejemplo, en Argentina, en ese caso que mencionaba del diputado Ricardo Balbín -que, como saben, fue el 
líder por excelencia de la Unión Cívica Radical argentina-, uno de los problemas que se planteó fue si la 
suspensión que surgía del desafuero decretado por la Cámara servía para otro tipo de delitos de los que él era 
imputado o incriminado. En ese sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación de la República Argentina 
sostuvo que, una vez suspendido, la justicia podía incriminarlo o citarlo libremente para otro tipo de juicios. 
Esto ha sido muy criticado en la doctrina argentina. Prácticamente toda la doctrina de derecho constitucional 
argentina encabezada, entre otros, por Linares Quintana y Néstor Pedro Sagies, rechazan esta interpretación 
que se hizo en aquel momento. 


En Uruguay tuvimos un caso similar en el año 1935, cuando el entonces diputado Francisco Ghigliani atentó 
a balazos contra el doctor Alberto Demicheli. En ese caso, la Cámara de Representantes concedió el 
desafuero para que la justicia lo juzgara por lesiones graves -esa fue la solicitud que formuló la justicia 
competente en aquel momento- y -según señala Jiménez de Aréchaga-, a pesar de estar suspendido, 
increíblemente la Cámara de Representantes autorizó al representante nacional Francisco Ghigliani a que 
pudiera seguir asistiendo a las sesiones. Indudablemente, un legislador desaforado, que está suspendido en el 
cargo, no puede ejercer sus funciones como legislador. En este sentido, quiero señalar un aspecto importante 
que son las consecuencias de esa suspensión. 


Como dijimos, en el juicio político el legislador -o quien es condenado en el juicio político- queda separado 
del cargo, y la separación es definitiva; en cambio, en el desafuero, es una suspensión. Entonces, nos 
encontramos con que el legislador, una vez que declara ante la justicia penal y esta entiende que no hay lugar 
para el procesamiento o la condena, si es declarado inocente, entonces estará en condiciones de solicitar a la 
Cámara que lo reintegre al Cuerpo. 


El otro tema se plantea con respecto al caso de aquel legislador que haya sido condenado a una pena mínima. 
Supongamos que la pena de prisión fue de tres meses. El legislador cumplió la pena correspondiente y dice: 
“Yo cumplí con la justicia. Fui condenado, cumplí los tres meses de prisión y solicito el reintegro al cargo”. 
Por supuesto, será un tema discrecional de la Cámara. Es la Cámara la que tiene que valorar políticamente si 
corresponde o no concederle el reintegro al cargo. 


No tengo la menor duda de que el reintegro corresponde en el caso de que el legislador sea declarado 
inocente. En las otras hipótesis, es la Cámara la que tiene que decidir en cada caso concreto. 


Otro punto a analizar en la exposición es el de las faltas. El artículo 2” del Código Penal uruguayo, en la 
redacción dada por el artículo 1% de la Ley N” 18.026, de 25 de setiembre de 2006, establece: “Los delitos, 
atendida su gravedad, se dividen en crímenes, delitos y faltas [...]”. Al final, este artículo 2” dice lo siguiente: 
“[...] Las faltas se rigen por lo dispuesto en el libro III del presente Código”. 


La primera conclusión a la que debemos arribar es que las faltas son delitos; son delitos menos graves, delitos 
pequeños o, como los llamaba un autor italiano, delitos enanos, pero son delitos. Es más: en el proyecto de 


Código Penal que está a estudio del Parlamento desde hace varios años, la comisión redactora del Código 
Penal, presidida por el doctor Milton Cairoli, eliminó las faltas como delito del Código Penal. 


Las faltas se sancionan con penas de un mínimo a un máximo de prestación de trabajo comunitario, 
generalmente con un guarismo que va con un mínimo de siete días y un máximo de treinta días. 


¿Cuál es el procedimiento para la sanción de la falta? De acuerdo con la Ley N* 19,120, de 20 de agosto de 
2013 -que fue la que sustituyó el libro III del Código Penal-, en los artículos 18 a 24 del Capítulo V se 
establece el proceso en audiencia por faltas. Quiere decir que en el caso de las faltas ya tenemos un 
procedimiento acusatorio oral, parecido al del sistema procesal penal que entrará en vigencia a partir del 1* 
de noviembre de 2017. El artículo 18 establece una instancia única. Sobre este tema debo decir claramente 
que, a mi juicio, este artículo es inconstitucional e inconvencional. Es decir que no solamente viola la 
Constitución de la República en lo que se refiere a las garantías del debido proceso -artículos 12, 18, 66 y 72 
de la Constitución de la República-, sino que también viola el Pacto de San José de Costa Rica, la 
Convención Americana de Derechos Humanos que, en el literal h) del artículo 8.2 establece que toda persona 
tiene derecho de recurrir el fallo ante juez o tribunal superior. Esta tesis ya ha sido jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia que, en sentencia N? 32/2016, de 25 de febrero de 2016, declaró inconstitucional 
este artículo con los votos conformes de los ministros Chediak, Elena Martínez y Pérez Manrique, y con la 
discordia de los ministros Hounie y Larrieux. 


Esta sentencia N* 32/2016, redactada por el ministro Jorge Chediak, es un caso sumamente interesante, en el 
cual la Suprema Corte de Justicia declaró la inconstitucionalidad del artículo 18 y del segundo inciso del 
artículo 21 de la Ley N? 19.120, siguiendo estos razonamientos, fundamentalmente la violación del debido 
proceso. Se trata de una jurisprudencia que sigue la misma línea de la que, en su momento, la Suprema Corte 
de Justicia siguió en los procedimientos laborales abreviados, en los cuales tampoco se permitía una segunda 
instancia. 


En cuanto a la competencia para juzgar las faltas, en Montevideo son los juzgados de faltas y, en el interior, 
los juzgados departamentales. 


Según el artículo 19 de la Ley N* 19.120, recibida la denuncia o enterado el juez de la presunta comisión de 
una falta, se debe celebrar una audiencia con la presencia del juez, del indagado -claramente estamos ante un 
delito, porque está hablando de indagado-, asistido de su defensor, y de un representante del ministerio 
público. Esto demuestra que estamos ante una causa penal. 


De acuerdo con el artículo 20, el ministerio público -es decir, el fiscal- debe formular acusación o requerir el 
sobreseimiento en la audiencia. La sentencia que dicte el juez se debe ajustar a lo previsto por el artículo 245 
del Código del Proceso Penal. Y, algo muy importante a tener en cuenta y para valorar la decisión que adopte 
la Cámara de Representantes, si el condenado no cumpliere la pena de prestación de trabajo comunitario, que 
será de dos horas por día, cumplirá un día de prisión por cada día de trabajo comunitario no cumplido. Esto 
es lo que prevé el artículo 369 del Código Penal en la redacción dada por el artículo 15 de la Ley N* 19.120. 
Quiere decir que si la persona que ha sido condenada por la justicia a una pena de trabajo comunitario no la 
cumple, tiene que cumplir un día de prisión. Razón por la cual, tratándose de un legislador, si este no fue 
desaforado, es decir, no está suspendido en sus fueros, es imposible que pueda cumplir una pena de prisión. 


Como conclusión de lo expuesto hasta este momento debemos decir lo siguiente. 


En primer lugar, los fueron pertenecen al Poder Legislativo; protegen la independencia del Parlamento. Los 
fueros no son un derecho público subjetivo de los legisladores sino que, en todo caso, son un interés legítimo 
de ellos. Por lo tanto, a mi juicio, los legisladores no pueden renunciar a sus fueros para someterse a la 
justicia penal. 


En segundo término, las faltas son delitos, según el artículo 2* del Código Penal. Son delitos menos graves, 
pero son delitos. Se sancionan con una pena que puede ser de prisión si el condenado no cumple con el 
trabajo comunitario. 


En tercer lugar, para sancionar una falta se requiere un juicio penal que se hace por medio de un proceso 
acusatorio que, a mi juicio, es inconstitucional, porque no admite recurso ante un juez o tribunal superior. Por 
lo tanto, se está ante una causa, según el artículo 114 de la Constitución. 


En cuarto término, la justicia no puede condenar a un legislador -senador o representante nacional- por una 
falta -que es un delito, de acuerdo con el Código Penal- si previamente no se ha decretado el desafuero por 
parte de la Cámara respectiva, conforme a lo dispuesto por el artículo 114 de la Constitución de la República. 


En quinto lugar, en caso de decretarse el desafuero, el legislador queda suspendido en el cargo. No es cesado 
definitivamente -a diferencia de lo que sucede en el juicio político-, sino que una vez concluida la instancia 
ante la justicia penal, si es declarado inocente o si recibe una condena mínima, el legislador podrá solicitar 
autorización a la Cámara para su reintegro al cargo después de que haya cumplido la pena. 


Esto es lo que tenía para informar, señora presidenta. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Agradezco mucho al profesor Correa Freitas porque nos ha dado una clase de 
Derecho Constitucional que sin duda nos hace muy bien a todos, particularmente a quienes pasamos por la 
Facultad de Derecho. Al escucharlo hoy nos advierte la circunstancia de que aquellos lejanos aprendizajes de 
1986, cuando cursamos Constitucional I, estaban en muchos aspectos muy olvidados, así que ha sido muy 
gratificante y positivo escucharlo. 


Creo que ha sido absolutamente clara y diáfana la exposición, que ha venido desbrozando el análisis de todo 
este intrincado tema, de manera que quiero hacer una sola consulta con relación a un solo aspecto que me 
parece relevante con relación al caso particular que estamos analizando. 


Mi consulta tiene que ver con un aspecto que reiteró en las conclusiones el profesor Correa Freitas, que es el 
efecto de la suspensión que deviene del levantamiento de los fueros o de la suspensión temporal de los fueros 
del legislador ante la solicitud de la justicia. 


Como decía muy bien el profesor Correa Freitas, eso no implica un cese definitivo de la condición de 
legislador; si es sobreseído por la justicia podrá solicitar el reintegro y será reintegrado por la Cámara 
respectiva, y después nos dijo: si recayera una sentencia de condena en ese caso concreto, cuando fuera 
cumplida también el legislador podrá solicitar el reintegro y será entonces la Cámara la que deberá valorar 
esa circunstancia y resolver en consecuencia. 


Deduzco -me parece una deducción lógica, pero considero conveniente y necesario preguntarlo- que esa 
valoración de la Cámara, obviamente, se da en el marco de la Constitución de la República. Es decir, la 
Cámara podrá resolver lo que entienda pertinente, pero si interpretase que esa suspensión, siendo temporal, 
implicó el cumplimiento de una condena establecida por la justicia y resolviera en este caso el reintegro del 
legislador, estaría actuando de acuerdo a derecho y a lo que establece la Constitución. Este es el planteo 
concreto y pediría una reafirmación desde el punto de vista conceptual. 


La segunda consulta está vinculada con el mismo aspecto, ya no tanto desde el punto de vista sustantivo sino 
formal, en la medida en que vamos a tener que adoptar una resolución ante la solicitud de la justicia que 
estamos analizando y para lo cual fue invitado el profesor Correa Freitas. Quisiera saber si, más allá de que 
son tiempos distintos -primero en el tiempo está la suspensión de los fueros, después está el reintegro del 
legislador-, la resolución que la Cámara tome con respecto a la suspensión de los fueros ya puede incluir, en 
tal caso, el establecimiento de una condición resolutoria en ese sentido, anticipándose a la circunstancia - 
particularmente en una situación como esta donde estamos en la perspectiva de una condena que, 
eventualmente, se hará efectiva en plazos breves-, o condicionada, incluyendo un plazo, un término 
determinado que se entienda razonable, que esté dentro de lo que las circunstancias indican, a los efectos de 
que la justicia pueda pronunciarse y, eventualmente, establecer una condena -que como establece la ley de 
faltas tiene un máximo de treinta días de sanción con tareas comunitarias- que pueda hacerse efectiva. 


Me parece que aquí es muy importante que nos asesoremos bien en cuanto a qué es lo que podemos hacer, 
qué es lo que debemos hacer, hasta dónde podemos ir y en qué marco podemos tomar esta decisión. 


Por otro lado, desde el punto de vista formal y de la expresión jurídica de la resolución que adopte la Cámara, 
debemos ser lo más precisos en los términos, de acuerdo con lo que la Constitución establece. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- Mi pregunta se aleja del caso puntual que estamos analizando. 


Me preocupa el hecho de que las faltas son algo muy arbitrario. Un exceso de velocidad, conducir al doble de 
la velocidad permitida en una calle de Montevideo, es una falta. En el caso de que un Poder quisiera avasallar 
al otro, acusar a un señor legislador de estar conduciendo al doble de velocidad en una calle es algo muy 
difícil de probar. Si, además, esto se da en una audiencia única e inapelable, genera una vulnerabilidad el 
hecho de votar un desafuero por una falta; sería un antecedente para hechos supervinientes. No es el caso, no 
es la situación, pero no me parece conveniente asociar la posibilidad de desafuero a una falta. Además, se 
trata de un delito que caduca a los seis meses. 


Otra duda que tengo es qué pasa si el juez demora más de seis meses y el delito caduca. ¿Es necesario tratar 
el tema nuevamente en la Cámara cuando en realidad no existió resolución por parte de la justicia? En ese 
caso, la ley hace caducar el delito. Nosotros tratamos con tanta urgencia este tema porque el delito caduca a 
los seis meses. Es una situación que, por lo menos, me rechina en el otro aspecto: cómo se hace para poder 
brindar protección -el fuero es para proteger a un Poder de otro- cuando generamos esta vulnerabilidad a 
partir de un hecho tan difícil de defender por parte del acusado. 


No estoy haciendo referencia al caso concreto, donde hay una situación clara y el propio acusado pide el 
desafuero, sino en el caso de que un Poder avasalle al otro: se genera un precedente que me genera cierto 
ruido, por eso realizo la consulta. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Darcy).- Agradezco la esclarecedora opinión del invitado. Para quienes 
desconocemos totalmente el Derecho, nos instruye y mucho, a pesar de las dificultades para absorber todo lo 
que se ha vertido aquí. 


Mi formación es en ciencias, de manera que quisiera hacer una consulta. En definitiva, para nosotros las 
magnitudes tienen que ver con la relación. Cuando se dice que la distancia entre dos puntos es grande o 
pequeña, es relativa a aquello con la que se la está comparando. Entonces, cuando el profesor planteaba lo de 
la sentencia, si es mínima o si es máxima, estamos hablando de la relatividad de todo el derecho o de todo lo 
que tiene que ver con lo penal o simplemente nos estamos ajustando a las posibilidades que se tienen de 
sancionar a una persona entre los siete y los treinta días, entiendo que acá hay un sentido común que debería 
primar, pero también que sería bueno clarificarlo, porque si tomáramos como relación todo lo que tiene que 
ver con las posibilidades de penas que existen en Uruguay por delitos penales -creo que van hasta los treinta 
años; corríjanme si no es así-, siempre una falta sería una cuestión mínima. Ahora, si la relación de mínima o 
máxima está planteada en las posibilidades que el juez tiene en este caso de sancionar a quien está siendo 
inculpado, sería de siete a treinta días. 


Simplemente, si nos clarifica en este sentido, nos serviría mucho para seguir aprendiendo. 
Muchas gracias por la paciencia. 


SEÑOR CORREA FREITAS (Ruben).- Con relación a lo que plantea el representante nacional Abdala, debo 
decir lo siguiente. En primer lugar, consulta si el reintegro que disponga la Cámara es arreglado a derecho. 
Yo digo que sí; lo dice toda la doctrina, no solo la nacional sino la comparada, que tiene disposiciones 
similares, con constituciones que tienen disposiciones similares a la Constitución uruguaya. En definitiva, si 
el legislador no fue procesado, no fue condenado, fue declarado inocente, esto parece absolutamente claro, 
más allá de la valoración política que pueda hacer la Cámara. 


Lo que hace la Cámara es permitir al Poder Judicial que investigue un delito o un presunto delito y determine 
quién es el responsable o quiénes son los responsables. Si después de hecha la investigación, la justicia llega 
a la conclusión de que el legislador es inocente, parecería una verdadera injusticia que no se lo reintegrara al 
cargo. 


Esto a diferencia de lo que pasa en el juicio político, donde el sujeto pasivo queda separado definitivamente, 
aun si la justicia no lo condena, porque es un juicio político, una valoración política. La justicia puede 
entender que no hay un problema penal sino una valoración política. 


En este caso, como es la justicia penal la que está pidiendo el desafuero, si luego dice que es inocente, lo que 
corresponde es el reintegro que, por supuesto, es una facultad discrecional de la Cámara. Siempre la potestad 
es discrecional de la Cámara. 


El otro problema que también se ha planteado y ha sido muy criticado en la doctrina es la posibilidad de 
ponerle condiciones resolutorias cuando se decreta el desafuero. En otros términos, el desafuero se decreta o 
no se decreta, pero no con condiciones resolutorias. 


En otros términos, no se puede conceder el desafuero, por ejemplo, por sesenta días o por un año, para que la 
justicia tenga tiempo. Tampoco parece de recibo decir: si el legislador es inocente se podrá reintegrar, lo 
mismo si es condenado a una pena mínima. Sinceramente, creo que eso no corresponde; por lo menos, desde 
la Cátedra de Derecho Constitucional voy a seguir las enseñanzas de Jiménez de Aréchaga y lo criticaré, más 
allá de que ustedes, como Parlamento, como Cámara, tienen discrecionalidad. Ya hemos visto cómo en el 
Senado, allá por la década del treinta, concedió al senador Luis Alberto de Herrera la posibilidad de que 
renunciara a su fuero y de que la Cámara de Representantes, a pesar de dar el desafuero al diputado Francisco 
Ghigliani, le permitió seguir trabajando. A veces estamos en terrenos en los cuales las decisiones son políticas 
y eso hay que respetarlo. 


Como profesor, debo decir que entiendo que el desafuero se decreta o no se decreta y luego que culmina la 
actuación de la justicia penal, el legislador es el que tiene que plantear la cuestión diciendo: “Fui sancionado 
con una pena mínima de siete días de trabajo comunitario, cumplí ese trabajo comunitario, entonces pido que 
me reintegren”. Ustedes lo valorarán y dirán, al haber sido por algo mínimo, hasta para qué les pidieron el 
desafuero para condenar al implicado por siete días de trabajo comunitario. 


Lo que plantea el señor representante nacional González es más complejo. Es un tema sobre el que no quería 
hablar, pero se me obliga. ¿Por qué? Porque en estos temas -creo que como exsenador, exlegislador de la 
República, ante ustedes tengo legitimación para analizar este tema con este enfoque- hay que tener mucho 
cuidado respecto a cómo se resuelve la situación porque la ciudadanía nos está mirando. Entonces, un 
ciudadano común puede preguntarse: “Pero, ¿cómo? Yo cometí una falta y me sancionan, me condenan. Y 
resulta que un legislador que comete una falta y no le pasa nada”. 


El señor diputado González plantea algo más importante, que, como decimos los juristas, no es de lege lata, 
sino de lege ferenda, es decir, no es de lo que está vigente, sino de lo que debería estar. Creo que la solución 
es que el Parlamento, siguiendo la tendencia mayoritaria de la cátedra de Derecho Penal en Uruguay -quizás 
sea bueno que la Comisión consulte a los profesores de Derecho Penal en esta materia- y el modelo del 
Código Penal a su consideración, derogue los delitos de falta, de una vez por todas. Este es el tema; hace 
pocos años, en 2013, el Poder Legislativo no tuvo mejor idea que sancionar una ley por la que se sustituyó el 
Libro III del Código Penal, estableció el delito de falta y determinó un procedimiento, que, además, es 
inconstitucional. Creo que este es un tema que el Parlamento deberá analizar y plantearse que así como está 
este tema, no se puede seguir adelante. 


Como muy bien decía el señor diputado González, indudablemente en muchos casos estamos hablando de 
infracciones administrativas; tienen más de infracciones administrativas que de infracciones a la ley penal. 
¡Es la verdad! En realidad, la falta es una infracción administrativa. Distinto es cuando hay lesiones, muerte. 
Es otra cosa. 


En definitiva, este tema es de política legislativa, y no es fácil de resolver. Pero la ley existe; la ley es dura, 
pero es la ley. 


Comprendo a los señores legisladores que están ante la decisión de decretar el desafuero a un colega por cuya 
falta el juez quizás lo condene a diez o quince días de trabajo comunitario. Pero también debo decir que si 
este es el criterio que se adoptará, no sé qué fiscal se animará, en el futuro, a acusar a un ciudadano por 
cometer una falta. Dirán: “Si los legisladores entienden que en este caso no corresponde, no corresponde”. 
Entonces, quizás haya que pensar en la derogación de delito de falta. Simplemente es un razonamiento que 
hago; lo iba a expresar, pero luego lo quité de mi exposición original. No obstante, como el señor diputado lo 
plantea, me parece razonable, por lo menos, analizarlo, pensarlo, porque todo esto acarrea consecuencias 
políticas, y la ciudadanía nos está mirando. Como fui legislador y me siento parte del sistema político, debo 
decir que la ciudadanía está mirando cómo procedemos desde el punto de vista político ante una situación de 
esta naturaleza. 


Con respecto al planteo del señor diputado de los Santos, que fundamentalmente tiene que ver con el tema de 
los mínimos, también ingresamos, en primer lugar, a un terreno de discrecionalidad; indudablemente, la 


Cámara tiene absoluta discrecionalidad para sostener: “Por este tema por el que está incriminado, no vamos a 
conceder el desafuero de un legislador. No consideramos un tema importante”. 


En segundo término -es una valoración política que debe hacer la Cámara-, el Cuerpo debe analizar si 
condena para siempre y decide no reintegrar más al legislador a quien se le otorgó el desafuero y resulta 
condenado con una pena de quince días de trabajo comunitario. Es una decisión política; es discrecional. Hay 
que tener en cuenta que la Cámara tiene absoluta discrecionalidad para conceder o no el desafuero y también 
para disponer o no el reintegro del legislador, aun en la hipótesis de que sea declarado inocente. Quiero ser 
muy preciso y claro: aun en la hipótesis de que un legislador sea declarado inocente, la Cámara no está 
obligada a disponer su reintegro. Es un potestad discrecional de la Cámara disponer o no su reintegro. 


SEÑOR ITURRALDE (Pablo).- Agradecemos la solvencia del doctor Correa Freitas; siempre nos ilustra con 
mucha efectividad para tomar decisiones difíciles. 


Quiero hacer una precisión sobre la eventual exclusión de la faltas como delito en la legislación, que podría 
clarificarlas: eso sería a futuro. Por consiguiente, hoy, de acuerdo con el Derecho, sí correspondería. 


SEÑOR CORREA FREITAS (Ruben).- Si el Parlamento decide derogar la ley de faltas, se aplica a todos los 
procesos pendientes. Eso está claro. Como es una ley penal más favorable, se aplica solo hacia el futuro, sino 
también a las causas pendientes. En este caso, dependerá de la decisión discrecional que tome la Cámara. 
Una alternativa es derogar todos los delitos de falta y así se termina todo este problema, esta discusión. 


Insisto en que sería importante que la Comisión recibiera a la cátedra de Derecho Penal de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República y de las otras universidades porque es una opinión unánime de la 
cátedra eliminar las faltas del Código Penal. 


SEÑOR ITURRALDE (Pablo).- Me salteé un tema. 


Entonces, en este caso, estaríamos en una situación de inmunidad absoluta de los legisladores por la comisión 
de faltas. 


SEÑOR CORREA FREITAS (Ruben).- Si comprendo bien la pregunta del señor diputado Iturralde, si la ley 
de faltas se deroga, por supuesto hay inmunidad, pero no solo para los legisladores sino para todos los 
habitantes de la República. Ya no es un tema exclusivamente de los legisladores; todos somos iguales. En este 
caso, hay una excepción al principio de igualdad. Es lo mismo si el delito lo comete un legislador o cualquier 
ciudadano; simplemente, el legislador goza de una inviolabilidad por la que no puede ser procesado, 
condenado por la justicia penal si previamente la Justicia no otorga el desafuero. Es lo único, pero, en lo 
demás, si se deroga la ley de faltas y se las transforma en una infracción administrativa, en vez de ser delito 
pasan a ser una infracción administrativa, se terminó la historia. Pero es igual para todos los habitantes de la 
República. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión agradece la presencia y disposición del doctor Ruben Correa Freitas, 
sobre todo por sus condiciones de salud, que nos relató. 


(Se retira de sala el doctor Ruben Correa Freitas) 


(Ingresa a sala el doctor Martín Risso) 


La Comisión agradece la visita del doctor Risso, que vino a darnos su opinión respecto al asunto que 
estamos analizando. Sin perjuicio de que la consulta refiere a los términos planteados en la versión 
taquigráfica remitida oportunamente, seguramente los legisladores tendrán otros planteos a realizar. 


SEÑOR RISSO (Martín).- El agradecido soy yo; siempre es un honor y un gusto que a uno lo convoquen a 
una comisión parlamentaria. Espero que lo que les voy a decir sea útil para el trabajo parlamentario. 


Se me solicitó que preparara mi breve exposición con base en la versión taquigráfica que me fuera remitida. 
Agrupé la versión taquigráfica en tres breves capítulos. Uno, refiere a tres puntos de partida muy precisos, 
pero que es conveniente aclararlos. Luego, haré una referencia general al instituto del desafuero. Y, por 
último, hablaré expresamente de este desafuero solicitado por el Poder Judicial. 


El primer punto de partida -no creo que genere alguna duda- refiere a que este tema necesariamente tiene que 
partir del principio constitucional de igualdad. Todos somos iguales ante la ley. Todos tenemos los mismos 
derechos y obligaciones, en este caso en materia penal o en jurisdicción de faltas, y necesariamente las 
excepciones requieren texto expreso y ser de interpretación estricta. Digo esto porque todo lo que pueda ser 
dudoso en esta materia, en cuanto a si está comprendido en los fueros o en el desafuero, debe ser descartado. 
La interpretación tiene que ser estricta y lo que no esté comprendido en las normas de excepción se van a 
regir por el principio general de igualdad. 


El segundo punto de partida, que puede ser interesante, es reafirmar que, en mi opinión, los fueros no son 
personales, sino reales o que pertenecen a la Cámara. Hay tres o cuatro razones muy sólidas para sustentar 
esta posición, que es tradicional de la doctrina uruguaya. 


En primer lugar, en un sentido republicano es repudiable o casi inaceptable la existencia de fueros personales, 
el hecho de que una persona pueda tener un fuero que implique beneficios o privilegios respecto al resto de la 
población. 


En segundo término, el artículo 114 de la Constitución atribuye la competencia de desaforar a la Cámara, y 
no hay ninguna mención a que un legislador pueda renunciar a sus fueros. Desde el punto de vista 
constitucional, rige el principio de libertad, es decir, toda persona puede hacer aquello que no está prohibido 
por la ley. Pero en materia de órganos públicos y de funcionarios públicos rige el principio inverso: el 
principio de especialidad. Los órganos públicos y los funcionarios públicos solamente pueden hacer aquello 
para lo que están expresamente habilitados, y es muy claro que en la Constitución no hay una habilitación 
para la renuncia unilateral de los fueros. 


En tercer lugar, el propio sentido de la Constitución, el propio sentido de los tres privilegios que tienen los 
legisladores -en defensa de la institución parlamentaria, de la institución legislativa, a los efectos de asegurar 
el buen funcionamiento del Poder Legislativo- refuerza que estamos hablando siempre de un fuero personal, 
de un fuero cuyo titular es, en este caso, la Cámara de Representantes. Este no es un tema menor pero, hasta 
donde yo sé, ha sido unánime en nuestra doctrina esta posición; siempre corro el riesgo de que aparezca 
alguna opinión que no conozca o no recuerdo en este momento. No obstante, según lo que tengo presente, la 
posición ha sido unánime en nuestra doctrina. También me gustaría señalar que hay que tener cuidado con 
estos artículos; uno puede decir que hasta tienen poco sentido en el Uruguay. En América Latina no está 
pasando lo mismo; por lo tanto, está bien que estén en la Constitución. Yo no los sacaría o no los suprimiría 
con mucha facilidad. 


La tercera cuestión consiste en que conceder o no conceder el desafuero no es algo que sea una decisión 
discrecional de la Cámara, sino que hay un poder-deber para resolverlo. Si la Cámara entiende que hay lugar 
a la formación de causa -está expresado en el artículo 114-, si la Cámara entiende que no hay una 
intencionalidad política contra el legislador, contra un sector, contra un partido o contra la propia institución 
parlamentaria, en tal caso, la Cámara tiene que otorgar el desafuero, y no lo puede negar. Es más, si negara un 
desafuero cuando hubiese lugar a formación de causa, sería una decisión contraria a la Constitución. 


El segundo capítulo refiere a los fueros o los privilegios. 


Básicamente, nuestra Constitución prevé tres privilegios para los legisladores, que están establecidos en los 
artículos 112, 113 y 114. Los tres están previstos en beneficio de la función legislativa. El artículo 112 prevé 
la irresponsabilidad por los votos y opiniones emitidos durante el desempeño de sus funciones por senadores 
y representantes, algo que apunta claramente a la libertad y a la ausencia de presiones en lo que es el trabajo 
legislativo en cualquiera de sus instancias: en el plenario, en comisiones o en la actividad que corresponda. 
Lo mismo sucede con el artículo 113. 


El artículo 113 prevé algo que es muy poco probable que ocurra en el Uruguay: por ejemplo, que cuando se 
vaya a realizar una interpelación a un ministro, el miembro interpelante sea arrestado unas horas antes. Sería 
descabellado pensar que pudiera pasar eso en el Uruguay. Indudablemente, es lo que busca prohibir o evitar 
el artículo 113. 


Después, el artículo 114 tiene dos funciones: asegurar la libertad en la actuación de todos los legisladores y, 
fundamentalmente, asegurar que ningún legislador pueda temer alguna consecuencia negativa, por la vía de 


alguna acusación penal o procesamiento, en su función legislativa. Ningún legislador debería prever que 
hubiese una revancha por lo que haga, diga o vote en el ejercicio de su función. 


Voy a hacer un punteo rápido sobre el artículo 114. 


El artículo 114 refiere a delitos comunes que no sean de los detallados en el artículo 93. La doctrina 
ampliamente mayoritaria ha sostenido que esto significa que cuando son delitos comprendidos en el artículo 
93, la vía correspondiente es el juicio político y que cuando no están comprendidos en el artículo 93, la vía 
correspondiente es el artículo 114. Desde hace mucho tiempo expresé mi discrepancia con esta posición. 
Creo que de la propia lectura, la expresión “ni aun por delitos” está reafirmando que todos los delitos -sean 
los del 93 e, inclusive, los no comprendidos en el 93- caen dentro del artículo 114 y, por lo tanto, cualquier 
juez puede pedir el desafuero por cualquier delito. 


En cuanto a las mayorías, se requieren dos tercios; no hay ninguna dificultad. 


Con respecto a la noción de si hay lugar a la formación de causa, debo decir lo siguiente porque acá puede 
haber algún tipo de complejidad. Si hay lugar a la formación de causa significa si hay elementos suficientes 
como para someter a las autoridades judiciales al legislador, si no es una cosa inventada, si no es una cosa 
absolutamente arbitraria. Pero también hay que tener presente que esto está para defender la función 
legislativa. En Uruguay, hubo un caso muy famoso de hace muchos años, que fue el desafuero del senador 
Erro. El desafuero del senador Erro fue solicitado con una cantidad de evidencias que comprometían la 
actuación privada del legislador, vinculado con determinadas organizaciones. Así y todo, no se otorgó el 
desafuero porque los legisladores -concretamente, del Partido Nacional- que votaron en contra del desafuero 
entendieron que había una agresión -pese a todos los fundamentos- del Poder Ejecutivo impulsando al Poder 
Judicial una agresión contra una fuerza política del Parlamento y que, por lo tanto, no era contra una fuerza 
política, sino contra todo el Parlamento. O sea que inclusive en un caso en que había evidencia de haber 
cometido el delito, se analizó que había una agresión al Parlamento y no se concedió el desafuero. Ahora, 
insisto que no es discrecional: si hay lugar a la formación de causa, el desafuero tiene que ser otorgado. 


Voy a referirme al tema central. ¿Cuáles son los efectos del desafuero? La Constitución dice que el desafuero 
suspende al legislador en sus funciones. Se le suspenden los fueros, pero la Constitución dice que se 
suspende en sus funciones, o sea, el legislador no puede seguir actuando como legislador a partir del 
momento en que la Cámara le retira los fueros. Eso parece ser bastante claro de la lectura del artículo 114. El 
legislador queda a disposición de la Justicia y, en tal caso, puede ocurrir que se hagan las indagaciones del 
caso y que, por ejemplo, se termine archivando la causa porque no hay motivo para seguir adelante. En ese 
caso, no cabe duda y el legislador está suspendido en sus funciones. Por lo tanto, cuando acaba la suspensión, 
el legislador se reintegra a su cargo. 


También puede pasar que el legislador sea procesado. En ese caso, se empieza a complicar el tema porque 
tenemos que distinguir cuál fue la pena por la que fuera procesado. Si el legislador fue procesado por un 
delito al que le pueda corresponder pena de penitenciaría, va a quedar comprendido en una causal de 
suspensión de la ciudadanía, numeral 29) del artículo 80; por lo tanto, pierde transitoriamente uno de los 
requisitos imprescindibles para ser representante. Creo que, automáticamente, el procesamiento por ese delito 
-por un delito de penitenciaría- va a implicar que el legislador pierda su condición de tal. Entonces, la 
suspensión se transforma en cese. 


De todas formas, esto es discutible porque la Convención Americana tiene una solución más favorable. Como 
recordarán, esto se discutió cuando se preguntó si el ex ministro de Economía y Finanzas Lorenzo podía ser 
candidato. En ese momento, se señaló la discordancia existente entre la Constitución y la Convención 
Americana. Este no es el caso. En aquel momento, yo dije que primaba la Convención Americana por ser la 
norma más favorable. Pero como no tiene que ver con el caso, no voy a insistir en el tema. 


Si el legislador fuera procesado por un delito del que no correspondiera pena de penitenciaría o de prisión, 
indudablemente, no habría ninguna modificación de su estatus. Por lo tanto, mantendría su condición de 
legislador, suspendido en sus funciones. 


Después, tenemos el problema de la pena. ¿Qué pasa si el legislador es condenado? Acá también se mantiene 
el estatus de suspensión. En este caso, hay dos soluciones muy nítidas. Si el legislador es condenado a una 
pena de destierro -que no hay, pero la menciona la Constitución-, prisión, penitenciaría o inhabilitación para 


ocupar cargos públicos, se suspende su ciudadanía y, de acuerdo con el artículo 90, cesa como legislador. Ahí 
se transforma la suspensión en cese. En cambio, si el legislador es condenado por un delito que no sea 
destierro, privación de libertad -con prisión o penitenciaría- o inhabilitación, no se suspende su ciudadanía. 
Por lo tanto, el legislador va a seguir suspendido. Eso significa que, cumplida la pena, podría reiniciar sus 
actividades como legislador. Seguramente es poco probable que pase esto por los tiempos procesales, 
judiciales y de la propia condena. 


Otro problema -el que corresponde a este pedido de desafuero- es si las faltas son delitos o no. El tema es 
extraordinariamente discutible. Si nosotros miramos la Constitución, advertimos que no prevé la existencia 
de faltas. La Constitución habla de delitos; inclusive, habla de delitos con una cierta entidad porque habla de 
delitos con pena de prisión, con pena de penitenciaría, inhabilitación para ocupar determinados cargos 
públicos, para ejercer derechos políticos, y no hay ninguna referencia a las faltas, que son situaciones más 
leves, con penas menores. De todas formas, habría que tener presente que la Constitución no define qué es un 
delito; quien lo define es el legislador. Si nosotros vamos al Código Penal, me parece que es razonablemente 
claro -fundamentalmente con el artículo 2*- que la falta es una forma de delito. Los delitos, en sentido 
amplio, pueden ser crímenes, delitos en sentido estricto, o pueden ser faltas. En mi opinión -reconociendo 
que es un tema discutible, por supuesto-, el caso de las faltas está comprendido dentro del artículo 114. Por lo 
tanto, hizo bien el juez en solicitar el desafuero, y ese desafuero tiene que ser considerado por la Cámara. 


Por último, en el caso concreto, si se entiende que hay lugar a la formación de causa -parece claro por las 
informaciones y hasta por las declaraciones del señor representante comprendido en el pedido de desafuero-, 
es una obligación de la Cámara de Representantes acceder a la solicitud de desafuero, quedando el legislador 
suspendido en el ejercicio de sus funciones. Esa suspensión se va a mantener desde el momento en que la 
apruebe la Cámara hasta el fin del proceso criminal. Esto puede ser el archivo, en caso de que no haya 
procesamiento, de que no se concrete ninguna acusación criminal. Si se concreta una acusación criminal, 
puede ser por un sobreseimiento o cualquier forma de terminar el proceso penal. En este caso, a mi juicio, 
podría ocurrir que la sentencia fuera en trabajos comunitarios. De esa forma, el legislador cumpliría con su 
sentencia. Una vez cumplida la sentencia, cesa la situación penal que justificó la solicitud y el desafuero y, 
por lo tanto, cesa la suspensión y el legislador debería reasumir sus funciones. 


Que yo sepa, no hay ningún antecedente vinculado con esto, es decir, que un legislador cumpla su pena y 
luego vuelva a sus funciones. Es básicamente un problema de tiempos. Si es una pena de prisión o de 
penitenciaría no dan los tiempos. Va a cambiar la legislatura seguramente antes. Este es un caso especial de 
una falta en la que posiblemente se dé esa situación. Si se cumple la condena, el legislador va a cesar en su 
suspensión de funciones y va a poder estar en condiciones de retomar la banca. 


Esto es lo que preparé con base en la versión taquigráfica. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Darcy).- En su exposición, dijo dos cosas; marcó algunas hipótesis. Si se 
accediera al desafuero y la Justicia se expidiera con la inocencia hacia quien es acusado o, en otra hipótesis, 
si se le reconociera la culpabilidad y se le imputaran tareas comunitarias, al cumplirlas -tanto en un caso 
como en el otro-, luego de la inocencia o de haber cumplido esa pena que por la falta sería mínima -no sé si 
es “pena” el término; disculpe mi ignorancia-, no tendría que ser reconsiderado por la Cámara para que 
retornara a sus funciones el legislador, según expresa. O sea, recuperaría automáticamente los fueros, según 
su visión. Quiero confirmar esa posición. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Creo que la exposición del doctor Risso ha sido meridianamente clara. 


Quiero consultar sobre los aspectos formales -en cuanto a los aspectos de fondo, la exposición del doctor 
Risso es inequívoca-; en función de que tenemos que pronunciarnos, está claro el alcance de nuestro poder- 
deber, como decía nuestro invitado. 


En cuanto a la expresión jurídica de la Cámara, en la medida en que, como en este caso, parecen darse las 
condiciones para llegar a la conclusión de que hay lugar a la formación de causa, si la Cámara resolviera 
suspender al legislador en sus fueros, ¿cuál debería ser el alcance de la resolución? ¿Debería, simplemente, 
limitarse a constatar y a decretar esa circunstancia. o podría establecer una condición que pusiera de 
manifiesto que la suspensión fuera hasta que culmine el proceso criminal o cosa equivalente, como expresó el 
doctor Risso? No estoy haciendo una propuesta, sino, simplemente, planteando una hipótesis para analizar. 


Concretamente, pregunto si más allá de que existen antecedentes de todo tipo y color en el tiempo, la 
resolución de la Cámara debería ser de un nivel de asepsia que simplemente decretara la suspensión de los 
fueros o si, eventualmente, en el marco de su discrecionalidad, además, podría establecer alguna condición 
aclaratoria en el sentido que acabo de expresar. Pregunto si esto es admisible o estaríamos rozando algún 
precepto constitucional o norma jurídica. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- Tengo dudas en cuanto a que entre la suspensión y el posible reintegro, el 
legislador no va a contar con los fueros parlamentarios. 


Si el proceso demorara, por ejemplo, cuatro meses, y en ese período se presentaran otras causas que no 
tuvieran que ver con la primera, ¿qué pasaría? No hablo del caso concreto. Creo que cuando estamos 
decidiendo estas cosas, debemos tener en cuenta por qué existen los fueros, que están para proteger el 
avasallamiento de un Poder sobre otro. Me rechina que por una cuestión que para mí es administrativa, 
estemos vulnerando un principio que protege a un Poder de un eventual avasallamiento por parte de otro 
Poder. El caso de Erro puede ser un ejemplo, pero pueden aparecer otros que generen antecedentes que nos 
compliquen; se citaron antecedentes de 1935. 


Más allá de que estén dadas las condiciones formales para tomar una decisión, creo que existe una cuestión 
superior, y si mañana un legislador, por ejemplo, fuera sorprendido por ir al doble de la velocidad permitida, 
el Poder Ejecutivo podría suspender sus fueros para juzgarlo, basándose en este antecedente. 


Creo que estos aspectos deben tenerse en cuenta cuando se toma una decisión de esta magnitud y me gustaría 
conocer la opinión del doctor Risso al respecto. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Quería formular la misma pregunta que el señor diputado Abdala, que entiendo 
sumamente relevante, pero me limito a agradecer al doctor Risso por su exposición y por su concisión. 


SEÑOR RISSO (Martín).- No sé si mi intervención fue buena o profunda, pero conciso, en general soy; soy 
rapidito y no me extiendo mucho. 


El señor diputado Darcy De Los Santos pregunta cómo se hace para reintegrar al legislador una vez cesada la 
suspensión. Creo que es automático, pero alguna formalidad tiene que haber en la Cámara. Supongo -no sé 
qué dicen los reglamentos- que el legislador deberá comunicar a la Presidencia de la Cámara de 
Representantes que el caso fue archivado, que fue sobreseído o que ha cumplido la pena. Seguramente, lo 
más sano sería que hubiese un pronunciamiento del plenario diciendo que se ha constatado que ha cesado la 
situación de suspensión de sus funciones. 


Podría hacerse en forma automática, pero sería un poco desordenado. 


Se preguntó sobre el plazo de desafuero, cuestión que se ha discutido mucho a nivel doctrinal, porque se ha 
sostenido que se suspende en sus funciones sine die, y si el Poder Judicial demora tres o cuatro años, en todo 
ese tiempo, habrá un legislador suspendido. En líneas generales, la posición dominante es que no se puede 
poner plazo al Poder Judicial. Me parece que es la mejor solución y la más razonable, es decir: la 
Constitución de la República dice que se vota el desafuero o no y no hay posibilidad de poner un plazo; es 
más, creo que no tendría sentido, porque si la Cámara de Representantes ha considerado que hubo lugar a la 
formación de causa, ya está, que siga el camino que corresponda desde el Poder Judicial. 


En cuanto a la decisión de la Cámara de Representantes, eventualmente, concediendo el desafuero, no creo 
que haya nada sacramental: si se aprueba el desafuero, el legislador quedará suspendido en los fueros y 
automáticamente en sus funciones, conforme a lo que dice el artículo 114. Quizás, lo más prolijo sería una 
resolución de la Cámara que haga lugar al pedido de desafuero y que declare suspendido en sus funciones al 
representante Fulano de Tal. Ese es un problema de formalidad y de cómo se quiera redactar. En definitiva, 
los efectos de la resolución que accede al desafuero están dados en el artículo 114 de la Constitución. 


Es muy interesante la pregunta del señor diputado González en el sentido de qué pasa si durante el período de 
suspensión aparecieran otras causas o denuncias por cualquier tema que no tenga ninguna relación con el que 
generó el desafuero. En ese caso, el legislador no va a tener fueros, porque los tendrá suspendidos y, por lo 
tanto, como cualquier ciudadano, será sometido a la justicia. En ese caso, no habría ninguna dificultad. El 
problema podría generarse si el legislador, por ejemplo, fuera sobreseído o cumpliera la condena en el caso 


original y después, pudiera volver a la Cámara, pero estuviera sometido a otro proceso penal. En ese caso, 
habría que distinguir en qué etapa está el proceso. Si no hubiera procesamiento, necesariamente, el juez 
tendría solicitar un desafuero; si el legislador estuviera procesado por un delito en el que le corresponda 
destierro, prisión, penitenciaría o inhabilitación para cargos políticos, estará suspendido en su ciudadanía y, 
por lo tanto, cesado como legislador, por el artículo 90. En el caso de que esté procesado por otros delitos es 
donde está la zona gris, porque, realmente, no se sabe cuál sería la solución correcta, porque no está dada por 
la Constitución de la República. Alguien podría sostener que ya está en manos de la justicia y no puede 
volver a sus funciones; no tendría ningún sentido pedir un nuevo desafuero, porque el desafuero es en 
beneficio de la Cámara y en ese caso no se estaría perjudicando a la Cámara. 


Creo que esa es la situación, pero si hubiera un segundo delito, el legislador no podría volver y habrá que ver 
cuál es y exigir si hubo archivo, sobreseimiento o condena cumplida. 


El señor diputado mencionó que la falta es un delito menor, y es así, y hasta puede cuestionarse que sea un 
delito, pero, insisto, la definición de lo que es o no delito corresponde a la ley, no es un tema constitucional. 
La Constitución puede establecer que determinada cosa que se establece como delito es inconstitucional, pero 
la definición de lo que es delito es un tema típicamente legislativo. Creo que el Código Penal ha solucionado 
este tema y si bien la falta es menor y tiene penas mucho menores que los delitos, está comprendida en el 
artículo 2” como delito. 


Tenemos distintos niveles: el delito con pena de penitenciaría, los más graves para el Código Penal, a los que 
corresponde la pena mayor, delitos con penas de prisión, delitos menos importantes, pero también con una 
pena trascendente, la prisión, y por último, otro tipo de delitos a los que no corresponde ese tipo de prisión; 
puede ser alguna multa sustitutiva o trabajos comunitarios, como ha sido aprobado recientemente. 


De todas formas, en mi opinión, la falta tiene que ser equiparada al delito, pero es, sin duda, discutible. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Tengo la impresión de que un aspecto de la pregunta del señor diputado Abdala 
quedó sin contestar y es el siguiente. 


¿Habría algún inconveniente en que la resolución de la Cámara que dispusiera el desafuero y, por 
consiguiente, la suspensión en sus funciones, del diputado de que se trate dijera también que dicha 
suspensión se prolongará hasta que concluya el proceso o se cumpla la condena? No se trataría de establecer 
un plazo, sino la condición resolutoria a la cual quedaría sujeta la suspensión. 


SEÑOR RISSO (Martín).- Si la resolución dijera o no eso, la solución es la misma, es decir, el desafuero rige 
mientras exista la pretensión penal contra la persona, que puede cesar antes del procedimiento, por un archivo 
que disponga el Poder Judicial, después del procesamiento por un sobreseimiento, por cualquier forma de 
finalización del proceso, y después de la condena, por cumplimiento de la condena. Esto lo puede establecer 
la resolución de la Cámara, pero aunque no lo diga, la solución es la misma. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- Entiendo cuando se dice que la ley debe ser igual para todos y que se tiene 
que aplicar en igualdad de condiciones y que la falta es un delito menor, pero delito al fin. Sin embargo, me 
rechina lo siguiente: si mi hermano cometiera una falta y lo condenaran a trabajo comunitario, estoy seguro 
de que ningún medio cubriría esta noticia, pero si el involucrado fuera un representante, sin duda, habrá 
cobertura de prensa. 


En este sentido, pregunto si no estaríamos exponiendo a una doble sanción a los legisladores, no solo a 
cumplir los trabajos comunitarios, sino también a la exposición pública, a hacer un circo mediático de la 
situación exponiendo al legislador, quien cuando vuelva a cumplir su tarea, estará horadado en su autoridad. 
Me parece que no es un tema menor, porque si todos somos iguales, también deberíamos ser iguales en las 
sanciones. 


Me parece que ahí puede haber un ruido, porque no es igual una situación que otra en cuanto a las sanciones. 


SEÑOR RISSO (Martín).- Las sanciones penales siempre tienen el problema de los efectos colaterales, que 
no pueden ser regidos por el Derecho, porque depende de cada caso. 


Una pena particular privativa de libertad para una persona que tiene un trabajo en relación de dependencia, 
seguramente, va a implicar que pierda el trabajo y que no pueda recuperarlo. En ese caso, también se podría 
hablar de una doble sanción. 


Por otra parte, está el tema de los famosos, los jugadores de fútbol, artistas y demás. En ese caso, entra a regir 
la libertad de prensa, uno de los derechos básicos de la democracia, y es lo que pasa siempre: las personas 
famosas generan una atención de la población y de la prensa muy superior a los demás. 


Esto también pasará en los procesos orales que, por suerte, empiezan ahora, donde podemos prever salas 
vacías, con algún familiar del acusado o de la víctima, y salas llenas de prensa y cámaras de televisión. Eso 
va a depender de quién sea el acusado, si es una figura notoria y conocida o no. Esos son efectos colaterales. 
La ley trata a todos igual y la exposición pública que genere una persona lleva a eso. 


Comprendo que para persona que tenga una cobertura, realizar trabajos comunitarios y demás no debe ser 
nada agradable, pero para estar en una posición de exposición pública, tiene que haber actos voluntarios: la 
persona se coloca a sí misma en esa situación y esas son las consecuencias. 


En general, los políticos y los legisladores tienen su derecho a la intimidad, al honor y a la propia imagen 
limitado respecto del resto de la población. La posibilidad de hacer caricaturas de legisladores existe y puede 
haber caricaturas que gusten y otras que sean consideradas agraviantes, pero el legislador no se podrá quejar. 
Si me hacen una caricatura, vamos a ver qué hacen, pero no soy una persona pública como ustedes. Lo que 
cambia es una persona pública que se ha colocado voluntariamente como tal y que tiene una mayor 
exposición mediática. Después, hay personas no públicas que se van a hacer públicas por la transcendencia 
del delito. Me refiero, por ejemplo, a un asesino en serie. Y sí, no lo conoce nadie, pero todo el mundo va a 
estar arriba del proceso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del doctor Martín Risso y su buena disposición. 
(Se retira de sala el doctor Martín Risso) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


———Habiendo recibido los asesoramientos pertinentes y luego de mantener un intercambio, la bancada del 
Frente Amplio plantea que está en condiciones de votar en Comisión el tema que estamos tratando a partir de 
la tarde del próximo martes. 


A su vez, el señor diputado Abdala planteó que será sometido a una intervención quirúrgica, por lo que no 
estará presente. Generalmente, en esta Comisión, hemos tratado de buscar la solución que contemple a todos 
o a la mayoría; evidentemente, alguien puede no estar de acuerdo, como el señor diputado Iturralde. Sin 
embargo, la mayoría de los diputados está de acuerdo en llevar este tema al plenario el martes 7 de 
noviembre. Obviamente, la Comisión debe realizar una sesión extraordinaria a efectos de votar el proyecto. 
Esto implica que no habrá informe escrito, sino que se hará en sala. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS (Pablo).- Creo que esto debió haberse votado la semana pasada. Dije que los 
informes no eran necesarios, ya que conduciría a lo que viene pasando, y el Parlamento tiene que votar el 
desafuero en cualquier caso. Luego, se planteó la solicitud de un pedido de informes escrito y entendí que 
esto iba a demorar demasiado, por lo que mocioné para que se invitara a los doctores en el día de hoy y de 
resolviera en el día de hoy. También mocioné para que se hicieran las gestiones necesarias para citar a una 
sesión extraordinaria y liquidar el asunto. 


Este tema tiene al sistema político, al Parlamento y, en particular, al señor diputado involucrado en una 
situación bastante incómoda. Cuanto antes salgamos de esta situación, mejor será para todos. Será sano y 
saludable. 


Ha quedado claro que el señor diputado no tiene ninguna intención de ampararse en los fueros; ha quedado 
claro -tal como manifestaron los juristas- que el diputado podría haber presentado un recurso de 
inconstitucionalidad y, en ese caso, hubiese sido amparado y esto ya se habría finiquitado. 


Frente a todas estas evidencias, a efectos de que la situación sea más saludable para el sistema político, pido 
que se vote en el día hoy o que en forma urgente se haga una sesión especial. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- La bancada del Frente Amplio se reunirá el próximo martes y analizará el 
tema a partir de los informes que recibimos en este día. Por eso, solicitamos este tiempo. Además, queremos 
contemplar la situación sanitaria del señor diputado Abdala. Por lo tanto, estamos dispuestos a venir a votar 
cuando sea necesario, a efectos de que el 7 de noviembre esto se resuelva en sala. 


Creemos que estamos generando las condiciones para resolver este tema lo más rápido posible y 
contemplando la situación jurídica y política. El planteo que hizo el juzgado radica en tener en cuenta los 
plazos porque el delito caduca dentro de seis meses; por eso, el señor juez hace un llamado. He revisado las 
fechas y eso sería el 6 de febrero, por lo que no estamos generando ninguna dificultad al proceso judicial. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Creo que la comparecencia de los doctores Correa Freitas y Risso ha sido útil, ya 
que nos han ilustrado ampliamente acerca del caso que estamos considerando. Ha quedado de manifiesto una 
discrepancia entre ellos: el doctor Correa Freitas entiende que la decisión que adopte la Cámara debe 
limitarse a pronunciarse por sí o por no en cuanto al pedido de desafuero, sin que quepa introducir en ella 
ninguna modalidad, condición o plazo. El doctor Risso, en cambio, admitió expresamente esa posibilidad 
ante nuestra consulta. Ha sido bien oportuno y útil plantear esa cuestión. Cada uno de nosotros y sus 
respectivos partidos políticos adoptará la posición que le parezca más adecuada. 


En lo personal, estoy en condiciones de votar hoy, pero no tengo ningún inconveniente en aceptar el planteo 
que hace el Frente Amplio y, muchísimo menos, en aceptar las muy buenas razones que planteó el señor 
diputado Abdala para que esto se considere en instancias posteriores. Si pensara que de la postergación de la 
decisión pudiera resultar el menor perjuicio al interés público, no consentiría esa postergación, pero acá no 
hay lesión alguna al interés público. No está en peligro la posibilidad de que nadie escape a su 
responsabilidad. Eso está perfectamente claro. El hecho de tomar el tiempo que se pide, no solo nos da la 
posibilidad de adoptar la medida justa, sino, además, de acuerdo con el procedimiento correcto, tomando el 
tiempo necesario para instruir debidamente el asunto y demostrando que no cobramos al grito, sino que 
actuamos con todas las garantías para todos, dándonos tiempo para deliberar, estudiar y resolver de la manera 
que entendemos adecuada. 


Por esas razones, voto no solo sin inconvenientes sino hasta con satisfacción el calendario que se ha 
propuesto para resolver sobre este asunto. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- Estoy en línea con lo que decía el diputado preopinante. 


En primer lugar, de ninguna manera fue en vano la convocatoria de los constitucionalistas que, 
efectivamente, nos aportaron elementos de juicio muy valiosos y hasta algunas diferencias entre ellos que 
creo que debemos tener en cuenta a la hora de tomar las resoluciones. 


En segundo término, en conversaciones informales yo manifesté mi disposición a votar en el día de hoy. 


En tercer lugar, asumo que no existen condiciones objetivas dado que la bancada mayoritaria no está 
dispuesta a votarlo hoy y, por lo tanto, está claro que hay que acceder a ese requerimiento. 


Finalmente, por supuesto que ante la solicitud de un diputado que concurre asiduamente a esta Cámara y que 
dice que quiere estar presente en el momento en que esto se vote, accedemos a eso sin ninguna duda. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- En primer lugar, con relación a mi situación sanitaria utilizando la expresión del 
diputado González-, quiero aclarar que se trata apenas de una intervención ambulatoria. Lo que sucede es que 
coincide con la fecha de la próxima sesión ordinaria de la Comisión. Casualmente es, prácticamente, a la 
misma hora en la que se reúne la Comisión el próximo miércoles. 


(Interrupción del señor representante Radío.- Hilaridad) 


Sé que es un término que se utiliza con frecuencia, así que ratifico que dije “intervención ambulatoria”, 
porque está dicho por un abogado y no por un médico. Tampoco sería óbice esa intervención ambulatoria - 
voy a seguir insistiendo en el término- para que esto se pudiera resolver muy rápidamente. Estoy dispuesto a 


acompañar la propuesta del diputado Iturralde. No tendría inconveniente en votar hoy en Comisión y, 
después, esa sesión especial o extraordinaria que él sugiere, es cuestión de que -como es habitual en la 
Cámara- se establezca en el ámbito de la coordinación, inclusive, antes del 1? de noviembre. Advierto que no 
hay voluntad política para eso y hay un planteo del Frente Amplio, que me parece que es legítimo -como 
todos los planteos-, en el sentido de que estarán en condiciones de votar a partir de la semana que viene. 


Agradezco la contemplación de los compañeros pero, reitero, me da la impresión de que en la conjugación de 
todas las situaciones particulares en la que cada uno de nosotros se encuentra, en función de que todos 
pertenecemos a distintos sectores parlamentarios, perfectamente estaríamos en condiciones de buscar la 
posibilidad de que esto se votara en Comisión en una sesión extraordinaria -se sugería que fuera el mismo 
martes 7-, y eso no retrasaría la expectativa de que esto se votara en los mismos plazos en que se votaría si yo 
no tuviera intervención ambulatoria alguna. Probablemente, si eso no ocurriere, el miércoles próximo la 
Comisión estaría aprobando lo que tenga que aprobar y, seguramente, esto estará ingresando en la sesión 
ordinaria del martes 7. De manera que, en ese sentido, agradezco mucho a los compañeros la solidaridad. 


Me parece que tampoco estamos ante un asunto que obstruya alguna circunstancia y las resoluciones se van a 
dar dentro de los plazos previstos, previsibles o razonables. Me da la impresión de que votar esto en sala el 
miércoles 1 de noviembre o hacerlo el martes 7 no cambia sustancialmente las cosas. He manejado estos 
plazos con Wilson Ezquerra, que es integrante de mi bancada parlamentaria, y él ha entendido como 
razonable y posible que esto se esté resolviendo en las primeras sesiones ordinarias de noviembre. De manera 
que si no prosperara el planteo del señor diputado Iturralde -que, reitero, estoy dispuesto a acompañar-, 
agradezco mucho la solidaridad y la comprensión, y creo que tendríamos que ir por el lado de la sugerencia 
que formulaba la presidenta que, en algún sentido, conjuga los tiempos políticos de algunos sectores 
parlamentarios y los tiempos biológicos de mi intervención ambulatoria. 


SEÑOR GOÑI REYES (Rodrigo).- Solo queremos dejar constancia de que estamos en condiciones de votar 
hoy pero, atendiendo a las razones que se han expuesto, no tenemos ningún inconveniente en acompañar su 
prórroga hasta la primera o la segunda sesión de noviembre. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Efectivamente, están los plazos dentro de lo que hemos conversado. 


Con relación a la situación del diputado Ezquerra Alonso, está claramente expresada en la nota que dirigiera 
al presidente de la Cámara y cuyo original nos fuera remitido, por lo cual tenemos conocimiento de manera 
directa de cuál es su voluntad. Nosotros tenemos la mayor disposición para dar tratamiento a esto con la 
mayor celeridad y, además, para dar una certeza de plazos, que es otra de las cuestiones que se ha planteando 
en alguna oportunidad. 


SEÑOR ITURRALDE (Pablo).- Quiero solicitar que se vote en el día de hoy en la Comisión y que se 
convoque a una sesión extraordinaria, en forma urgente, tal como lo planteé la semana pasada 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, se va a votar la moción propuesta por el señor diputado Iturralde. 
(Se vota) 


Tres en once: NEGATIVA. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Darey).- Creo que han sido claros los fundamentos del Frente Amplio que han 
tenido en cuenta la contemplación de varios aspectos, por ejemplo parlamentarios, en función de la necesidad 
de generar las consultas. En lo individual, cada uno de nosotros puede tener opinión formada sobre el tema, 
pero reivindicamos la posibilidad de discutirlo y tomar una posición de partido. Eso lo vamos a reclamar 
siempre, así como se lo hemos respetado a la oposición. 


Además, creo que en la propuesta que hemos planteado y que la Presidencia resumía en su exposición, hemos 
evaluado -como muy bien decía el diputado Abdala- todas las circunstancias que están puestas arriba de la 
mesa. Por lo tanto, lo hacemos con muchísima tranquilidad, sabiendo que en este caso el involucrado, 
diputado Ezquerra Alonso, es conocedor de las circunstancias que nos llevan a esto y se descarta claramente 
que pueda haber algún tipo de intencionalidad o de falta de cortesía parlamentaria. Y queremos dejar eso 
claramente expresado en nuestra fundamentación. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- He votado afirmativamente por las razones que expresé antes. Estaba dispuesto 
a recorrer el camino que sugería el diputado Iturralde pero, como lo dije antes y lo reitero ahora, me parece 
perfectamente legítimo el planteo que formuló el Frente Amplio, no porque lo haya hecho el Frente Amplio, 
sino porque cualquier sector parlamentario está en su legítimo derecho de pedir tiempo en este tema como en 
cualquier otro, y creo que el tiempo que se pide es absolutamente razonable. 


En ese sentido, quiero decirle al diputado Darcy de los Santos, para su tranquilidad y la de todos los colegas, 
que entiendo absolutamente válidas las razones. Una cosa no es contradictoria con la otra, razón por cual 
pediría que se votara la moción alternativa, ya que esta no ha prosperado. 


SEÑOR ITURRALDE (Pablo).- Este tema ocurrió hace ya más de dos meses. Creo que, en lo que me es 
personal, tuve suficiente tiempo para informarme. Si bien fueron muy ilustrativas las exposiciones de los 
catedráticos, podríamos haber tomado la decisión sin que hubieran venido. 


La semana pasada ya planteé que lo podíamos haber votado y creo que vamos a estar votando veinte días 
después de lo que pudimos haberlo hecho. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- Creo que la versión taquigráfica de la sesión de hoy debería ser remitida a los 
noventa y nueve legisladores. El tema que estamos tratando no es de fueros individuales sino los fueros de la 
Cámara y, por ese motivo, creo que deberíamos informar a los noventa y nueve legisladores de lo que se va a 
votar el 7 de noviembre. Nosotros no solamente debemos discutirlo con nuestra bancada. Creo que es un 
tema que le concierne a todo el Cuerpo. No es la voluntad del diputado Ezquerra de renunciar a los fueros; es 
la voluntad del Cuerpo de suspender los fueros a uno de sus integrantes, y ese es un precedente que, en el día 
de mañana, puede ir en contra de la estabilidad democrática de este país. Y lo quiero decir porque me parece 
que no es un tema menor ni que se tenga que resolver en un tiempo que no sea prudencial para analizar las 
consecuencias de lo que estamos haciendo. Hoy se plantearon dos casos; uno de ellos del año 1935. 
Imagínense que lo que estamos haciendo es un precedente que no existe, porque estamos suspendiéndole los 
fueros a un legislador que va a volver a la actividad. Entonces, me parece que necesitamos que los noventa y 
nueve legisladores tomen conocimiento de la gravedad de lo que estamos votando, que no tiene que ver con 
el diputado Ezquerra, sino con que el Poder Legislativo puede ser vulnerado en el futuro a partir de una 
medida administrativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En primer lugar, vamos a votar la propuesta del diputado Abdala de considerar la 
moción resumida planteada antes de la del diputado Iturralde. 


(Se vota) 


Diez en once: AFIRMATIVA. 


En segundo lugar, quisiera volver a dejar constancia -lo hice la sesión pasada- de los plazos en lo que fue 
remitido el tema formalmente a la Comisión, que fueron bastante menores a cómo se ha planteado. Este 
asunto ingresó a la Cámara y a la Comisión durante este mes, y durante este mes lo estamos resolviendo, por 
lo que queda constancia expresa de la voluntad de dar celeridad al asunto. 


No habiendo más asuntos que considerar, se levanta la reunión. 
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